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en las resoluciones impugnadas, ha vulnerado o no algún derecho
. fundamental de aquél) pues, aun cuando nada se razone a este propósito

en el escrito de demanda, que sólo invoca como infringido el citado arto
24.1 de la Constitución, indirectamente se denuncia también en el
mismo la ilegalidad en la prolongación de la prisión provisional.

Para ello, debe d~terminarse, en primer lugar, si la citada prolonga­
ción de la prisión provisional del recurrente tenía cobertura legal
suficiente, ya que, de no ser así, el derecho a la libertad reconocido e;n
el arto 17 de la Constitución habria sido ciertamente conculcado. Es claro
en tal sentido que la norma habilitante en abstracto para acordar aquella
prolongación de prisión provisional era la recogida en el arto 504, párrafo
4.° de la L.E.Cr. entonces ,vigente, en la redacción dada a la misma por
la Ley Orgánica 7/1983, de 23 de abril, según la cual <da duración
máxima de la prisión provisional será de seis meses cuando la pena
señalada al delito imputado sea igual o inferior a la de prisión menor,
y de dieciocho en los demás caSOS», sin perjuicio de que -añadía el
precepto- pudiera ordenarse excepcionalmente la prolongación hasta el
límite de treinta meses «cuando el delito hubiere producido graves
consecuencias en el ámbito nacional, o cuando se hubiere, cometido
fuera de éste, O bien la instrucción de la causa fuere de extraordinaria
complejidad». .

En el caso que nos ocupa, como pone de manifiesto el Ministerio
Fiscal, la Sala acordó prolongar la prisión provisional del recurrente
después de que el Fiscal de la causa presentara escrito de calificación
provisional en el que solicitaba cuatro penas por otros tantos delitos
(tráfico de drogas, tenecia ilícita de annas, falsedad de documento oficial
y falsedad de documento de identidad)" una de ellas de ocho años de
prisi~n mayor por posible delito contra l.a.~Iud pública (por tráfico de
heroma y cocaína), fundando aquella declSlon, pnmero, en <da gravedad

Salá Primera. Recurso de amparo núm. 1.155/1986. Sen­
tencia núm. 147/1988, de 14 de julio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco Rubio L1o­
rente, don Luis Díez-Picazo y Ponee de León, don Antonio Truyol Serra,
don Eugénio Díaz Eimil y don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer,
Magistrados, ha pronunciado, - . .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurSo de amparo núm. 1.155/1986 fonnul~do por el
Procurador de los Tribunales don José Luis Bameto Arnaiz, en
representación de' don Pascual- Espinosa López contra la resolución de
la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Sevilla, de 26 de
noviembre de 1985, por la Que se aprobaba la liquidación de su condena
y licenciamiento definitivo, derivada de la causa 9/1981, seguida ante el
Juzgado de Instrucción núm. 2 de dicha capital.

Ha comparecido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente"el Magistrado
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, quien écpresa el parecer
de la Sala.

- I. AntecedenteS

1. Con fecha 3 de noviembre de 1986 tuvo entrada en este Tribunal
Constitucional escrito de don Pascual Espinosa López manifestando su
voluntad de fonnular recurso de amparo por estimar' que en la
liquidación de su condena y licenciamiento definitivo se habrían
violado sus derechos constitucionales. El 25 de febrero de 1987, la

-Secciórt Primera" de este Tribunal otorgó un plazo de diez días al señor
Espinosa para que compareciera mediante -Procurador con poder al
efecto y con asistencia -de Abogado o bien pidiera _su designación del
turno de oficio si careciera de medios para hacerlo a su costa. Por escrito
de 10 de marzo siguiente, el señor Espinosa solicita la designación de
Procurador y Abogado -de oficio, iniciándose, por providencia de la
Sección Primera, de'8,deabril-de 1987, los trámites para l'rocedera las
designaciones pertinentes que, finalmente, recayeron en las personas de
don José Luis Barbeitio Arnaiz, como Procurador y de doña Patricia
Torcal Riesco, como- Letrada, a los que la providencia de 13 de mayo
siguiente otorgó unplazo de veinte días para interponer la demanda de
amparo. -

2. Con fecha 8 de junip de 1987, -el Procurador.don José- Luis
Barbeitio Arnaiz, _en representación de don Pascual Espinosa López,
formula la demanda de ·amparo-. .

3. De la demanda y del examen de las actuaciones se desprenden
los siguierites.-hechos:-"":. ~

a) Don Pascual Espinosa López fue condenado en Sentencia
dictada el 23 de noviembre·de 1981, por la Audiencia Provincial de
Sevilla como autor de _un delito,de robo con yiolencia e intimidación en

y alanna social» del delito perseguido y en «las circunstancias personales
del presunto autor del mismo)) (Auto de 26 de abril de 1986), y mas
tarde en <<la gravedad de los hechos» que se le imputaban (Auto de 19
de junio de 1986), lo que fue finalmente confirmado por Sentencia de
9 de septiembre oe 1986, en la que la Sala condenó al hoy recurrente,
entre otras penas, a la de seis años y.un día de prisión mayor y multa
de 1.600.000 pesetas, en concepto de autor de un delito de tráfico de
drogas estupefacientes de las que causan grave daño a la salud y en
cantidad de notoria -importancia, y que fue declarada firme.al no ser
recurrida. De todo lo c"ual se desprende con evidencia que la prolonga­
ción de la prisión provisional, aun· cuando adoleciera de un cierto
laconismo en su motivación, tenía cobertura legal suficiente y no ha
incumplido los plazos máximos previstos en la Ley.

FALW

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por don Ornar Luchessi.

Públiquese esta Sentencia en el «Boletín- Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 14 dejulio,de 1988.-Gloria Begué Cantón.-Angel
Latorre Segura.-Fernando García-Mon y González~Regueral.-Carlos de
la Vega Benayas.-Jesús·Leguina VilIa.-Luis López Guerra (finnados y
rubricados).

las· personas a la pena de dos años, cuatro meses y un día de prisión
menor, y por otro de coacciones a cinco meses de arresto mayor y multa
de 150.000 pesetas. La Sentencia no fue recurrida y devino finne.

b) El 2 de febrero de 1982 se practicó liquidación de condena, con
abono de la prisión preventiva (31 de diciembre de 1980 y 13 de
diciembre de 1981), entendiendo que comenzaba el cumplimiento el 14
de diciembre de- 1981. En razón a ello proponía el licenciamiento
definitivo el 16 de agosto de 1983. El Ministerio Fiscal, el 8 de febrero
de 1982, se mostró conforme con la liquidación, interesando su
aplicación. Por providencia de· 8 de marzo de 1982, la Sección acordó
aprobar la liquidación de condena y remitir .el despacho- correspon­
diente.

c) El 7 de junio de 1983, la Sección acuerda pasar la causa al
Ministerio Fiscal en orden a la posible rectificación de la Sentencia
confonne a la Ley Orgánica 8/1983, de 25 de junio. El Ministerio fiscal
en-su infonne de 18 de julio de 1983, sostiene que las penas de presidio
menor han de sustituirse por las correlativas de prisión menor.

d) La Dirección General de Instituciones Penitenciarias, por escrito
de 16 de agosto de 1983, propone a la Sección Segunda de la Audiencia
Provincial el licenci~miento definitivo, a efectos de enlace con otras
condenas pendientes de cumplimiento, de don Pascual Espinosa López,
añadiendo los abonos por redención, y estimando extinguido el cumpli­
miento el 20 de junio de 1983. De ello se dio traslado al Ministerio
Fiscal que mostrÓ su conformidad elIde septiembre de 1983. La Sala,
mediante providencia de 5 de septiembre de 1983, aprobó.el licencia~
miento definitivo propuesto. .

e) .Notificada dicha providencia al señor Espinosa, éste remite a la
Sección de la Audiencia un escrito, de fecha 26 de septiembre de 1983,
en el que, tras alegar que no se le había notificado la posible aplicación
a su caso de la reforma del Código Penal de la Ley Orgánica 8/1983, de
25 de junio, advertía a la Sala que se encontraba condenado por
Sentencias derivadas de otros sumarios con penas superiores a las
impuestas en el presente y en razón._a ello interesaba que por aplicación
del arl. 70.2 del Código Penal, cumpliera en primer lugar la condeoa
anterior de mayor entipad, córrespondiente ala causa 36/81 del Juzgado
núm. 6 de Barcelona.

f) El 11 de octubre de 1983, la Sección dictó un Auto en el 'que,
confonne al dictamen precedente del Ministerio fiscal, y a solicitud del
penado, acordó la rectificación de su Sentencia de 23 de noviembre
de 1981, a la luz de la Ley Orgánica 8/1983, en ,el sentido de sustituir
la expresión «presidio)) por «prisióID>, pero con iguales cuantías de
·condena. Dicho Auto fue notificado al si~uiente día'a la Procuradora'del
señor Espinosa, y, además, personalmente al mismo el II de noviembre
de 1983. . < •

g) En esa misma fecha, la Sección acordó el archivo definitivo de
la causa. Seguidamente se practicó la tasación' de costas de la causa, con
audiencia de la Procuradora del señor Espinosa, aprobándose por Auto
de 14 qe-enero de 1984, en cuya fecha fueron abonadas dichas costas por
el Abogado de los procesados._ _. - .

h)· E18 de noviembre de 1985, el señor Espinosa formula un nuevo
escrito a la Sección Segunda de-lo Penal de la Audiencia Provincial de
Sevilla en el que, tris detallar las ocho condenas que tenía sobre él, se
refiere a la extinción de la causa del sumario 9/81 de Sev"Í1Ia, y solicita
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una refundición total de penas para así en conjunto comenzara <q>agar»
esa sola pena «desde la fecha de su ingreso en prisión, y no primero la
causa de Sevilla-2 9/81 y después empezar de nuevo a pagar el resto de
las causas», por estimar que la independencia de dicha causa le perjudica
en relación a los beneficios concedidos por la Ley Orgánica General
Penitenciaria. En el suplico del escrito se pide la anulación de la libertad
de la causa Sevilla-2. sumario 9/81, en beneficio de la aplicación de la
refundición total de condenas. La Sección solicita dictamen del Ministe­
rio Fiscal, Quien se opone a la petición del interesado, por haberse
aprobado el licenciamiento definitivo para el día de junio de 1983, a
efectos de enlace con otras condenas pendientes y el archivo definitivo
de la ejecutoria,

i) Por providencia de 26 de noviembre de 1985 la Sección acordó,
de conformidad con el dictamen del Ministerio Fiscal, no haber lugar a
la solicitud de anulación de licenciamiento definitivo «por cuanto que
por providencia del día 5 de septiembre de 1983 ,se aprobó el mismo,
con efectos desde el día 20 de junio anterior, a efectos de enlaces con
otras condenas y la presente causa se encuentra archivada definitiva­
mente por cumplimiento de las penas impuestas)), ordenáI1dose la
comunicación de la providencia al centro penitenciario para que se
notifique al penado, y acusando recibo de ello, ordenándose además el
archivo ,definitivo «como se encontraba la presente caUSID). El corres­
pondiente oficio de la Audiencia Provincial fue recibido en el centro
penitenciario el 2 de diciembre de 1985, constando en el mismo la firma
del interno que se da por enterado, aun sin figurar la fecha concreta de
esta notificación.

4. Se afirma en la demanda que según la Ley de Enjuiciamiento
Criminal y el ordenamiento juridico penitenciario siempre se empezarán
a cumplir las condenas por la pena mayor, nunca por la menor, y al no
hacerse así en este caso se ha vulnerado el derecho a la libertad, pues
como resultado de ello se ha ampliado la permanencia en prisión del
solicitante de amparo por un periodo no inferior a dos años, al no
habérsele aplicado el arto 70 del Código Penal. Esta anomalía en la
ejecución de la condena seria contraria a los arts. 9, 14, 17.1,24.1 Y24.2
de la Constitución. Se solicita que se anulen las resoluciones judiciales
que decretaron el licenciamiento definitivo en la causa 9/81 Sevilla-2, de
forma que el tiempo correspondiente pasado en prisión pudiera ser
aplicado al cómputo total resultame de la refundición de todas las
condenas o, cuanto menos, se acceda a la aplicación del arto 70.2 del
Código Penal, a efectos de aplicar el tiempo de prisión a otras condenas
de mayor cuantía.

S. Por providencia de 28 de octubre siguiente, la Sección acordó
admitir a trámite la demanda de amparo y requerir la remisión de las
actuaciones a la Junta de Régimen Administrativo de la Prisión de
Alicante y a la Sección Se~unda de la Audiencia Provincial de Sevilla.
Por providencia de la Secclón Segunda de 7 de marzo de 1988 se acusó
recibo a los órganos remitentes de la documentación solicitada y se abrió
el trámite previsto en el artículo 52.1 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional para que, en el plazo común de veinte días, el recurrente
y el Ministerio Fiscal alegaran lo que estimaran conveniente.

6. Por escrito de 11 de abril siguiente, la representación del
recurrente se ratifica en los extremos señalados en sus escritos anterio­
res, abundando en el perjuicio que le representa el cumplimiento de las
penas privativas de libertad en la forma que se le ha impuesto (primero
la pena menor y posteriormente la mayor), perjuicio que se traduce en
la pérdida injustificada de más de dos años de libertad. Esta situación,
al no ser rectificada por los Tribunales, supone la violación de los arts.
9, 14, 17.1 y 24 Y 24.2 de la Constitución. Concluye el escrito de
alegaciones reiterando la petición de anulación de las resoluciones
judiciales que acordaron o confirmaron el licenciamiento por la condena
del Juzgado de Sevilla.

7. El Ministerio Fiscal, tras proceder a fijar por primera vez
durante la tramitación del presente recurso de amparo los hechos y su
cronología exacta, se centra en la petición del recurrente, petición que
wnsidera dirigida contra las resoluciones de la Sección Segunda de la
Audiencia Provincial de Sevilla en trámite-de ejecución y liquidación de
condenas y no contra otros organismos penitenciarios y judiciales.

a) En efecto, el señor Espinosa no tuvo noticia de su estado de
cumplimiento hasta el 25 de septiembre de 1983~ hasta esa fecha no le
fue notificada al ahora recurrente en amparo ninguna resolución por las
que se proponía ya aprobaba la liquidación de la condena derivada del
sumario 9/81 seguido.por el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Sevilla.
Unicamente se notificó al Procurador del señor Espinosa y a él mismo
la desestimación de su reclamación de. refundición y la causa fue
definitivamente archivada por providencia de 11 de noviembre de 1983,
al no haberse presentado recurso alguno. Cuando el actor reiteró ante la
Sección, el 8 de noviembre de 1985, sus peticiones, éstas fueron
denegadas, sin que conste la fecha en que le fue comunicada la
resolución judicial~ en la misma se alegó que la causa estaba archivada
y que el licenciamiento era definitivo.

b) Pese a lo escueto de la demanda, continúa el Ministerio Fiscal,
" se señalan como infringidos los arts. 9, 14, 17 y 24 de la Constitución.

Sólo los dos últimos son objeto de su análisis, puesto que-los primeros
no integran por sí mismos derecho amparable alguno. Metodológica­
mente, procede a analizar si se ha producido una lesión del derecho a

la tutela judiCIal etectlva y a no padecer indefensión. El procedimiento
de liquidación de condena es complejo y el actor no tuvo la debida
asistencia letrada; Ello provoca el vicio señalado por la STC 11/1987, de
30 de enero, en la q~e se apoya el Ministerio Público, a fin y efecto de
que el recluso pueda estar asistido de Letrado, formular alegaciones y,
en su caso, plantear recurso de casación, como posibilita el arto 988.IIl
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

c) Además, el órgano judicial no respondió a las peticiones del
actor en relación con la refundición o distinto cómputo de la pena, al
limitarse la decisión a modificar la denominación de las penas de
acuerdo a, la reforma de la Ley 8/1983, de 25 de junio. Cuando, tras
nueva petIción al respecto del solicitante de amparo se le responde
expresamente, tan sólo se le señala que la causa está archivada y la
condena liquidada.

d) . Concluye el Ministerio Fiscal afirmando que no puede prejuz·
garse si ha habido violación de la libertad del recurrente en relación con
la liquidación y eventual refundición de condenas, hasta tanto no se le
brinde la debida asistencia jurídica para poder participar, sin indefen­
sión, en el procedimiento. Solicita el otorgamiento del amparo, por
violación de los arts. 24.1 y 2 de la Constitución.

8. Por providencia de 23 de mayo de 1988, se señaló para
deliberación y votación del presente recurso el día 4 de julio siguiente,
concluyéndose el 14 del mismo "mes.

11. Fundamentos jurídicos

l. La cuestión que se plantea en el presente recurso, de acuerdo al
contenido de la demanda, es la de determinar si las resoluciones
judiciales Que liquidaron la condena impuesta al solicitante de -amparo
por la Sentencia de, la Audiencia Provincial de Sevilla de 23 de
noviembre de 1981 y aprobaron la licencia definitiva por esa condena,
han afectado los derechos reconocidos en los arts. 17.1 Y 24 de la
Constitución. No han de tenerse en cuenta ni la invocación del arto 9 de
la Constitución, al no ser susceptible de amparo, ni la m~nción, que ha
de entenderse sólo a efectos retóricos, del arto 14 de la Constitución,
formulada sin razonamiento alguno, y sin alegación de que el órgano
judicial hubiera incurrido en una aplicación desigual de la. Ley.

La invocación de los derechos a la libertad y a la tutela judicial.
efectiva frente a las decisiones del ór~ano judicial se hacen por entender
que esa liquidación de condena y hcencia definitiva ha supuesto una
ampliación en más de dos años del tiempo de duración del tiempo de
permanencia en prisión, al haber impedido, ya sea la posible refundición
de las penas a efectos del arto 70.2 del Código Penal ya el cumplimiento
secuencial de las diferentes penas a que se halle condenado conforme a
lo previsto en el arto 70.1 del Código Penal. A este sólo objeto se limita
la demanda de amparo que, como recuerda la STC 179/1982, de 21 de
diciembre, es la que fija los elementos configuradores de la pretensión,
como son el acto que se reputa lesivo, el derecho constitucional que se
estima infringido, la 'causa petendi y el petitum. Por ello, no se ha de
entrar en el examen, propuesto por el Ministerio Fiscal, de la posible
infracción del arto 24.2 de la Constitución, pues en la demanda no se
alega, ni tampoco consta en las actuaciones, que se le haya impedido la
asistencia de Abogado o que ~ le haya negado su solicitud de
nombramiento de un Letrado de oficio, al efecto de la liquidación y
refundición de penas que sería el supuesto en que podría invocarse la
doctrina sentada en la STC 11/1987, de 30 de enero.

Nos hemos de limitar, en consecuencia, a examinar si las decisiones
de la Seccinn Segunda de la- Audiéncia Provincial de Sevilla han podido
violar los -derechos de libertad y de tutela judicial efectiva, reconocidos
respectivamente en los arts. 17.1 y 24.1 de la Constitución.

2. El derecho reconocido en el arto 17.1 de la Constitución permite
la privación de libertap sólo «en los casos y en las formas pr.evistos en
la Le)'». En el presente caso no se pone en duda la licitud de la situación
de preso y penado del solicitante de amparo, al existir una condena
impuesta por Sentencia, la única firme además en el momento de
iniciarse el cumplimiento de esa pena. Lo que se cuestiona es la fonna
de ejecución de esa condena en relación con el cómputo del tiempo de
estancia en prisión. No ha de excluirse que lesione el derecho reconocido
en el arto 17.1 de la Constitución la ejecución de una Sentencia penal con
inobservancia de las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
y del Código Penal respecto al cumplimiento sucesivo o, en su caso,
refundído de las distintas condenas de pérdida de libertad que pudieran
reducir el tIempo de permanencia en la prisión del condenado en cuanto.
que supongan un alargamiento ·ilefítimo de esa permanencia, y, por
ende, de la pérdida de la libertad. A mismo tiempo la inobservancia de
tales disposiciones en la ejecución de las correspondientes sentencias
podría afectar al derecho a la tutela judiCial efectiva del arto 24.1 de la
Constitución. '

En el presente caso, una vez firme la Sentencia de la Audiencia
Provincial de Sevilla que condenó al solicitante de amparo, se procedió
a la liquidación de esa condena, computándose el tiempo en prisión
preventiva y declarándose que la pena quedaría extinguida el 26 de
diciembre de 1983. Posteriormente, a petición de la Administración
Penitenciana, se aprobó, con el informe favorable del Ministerio Fiscal,
la propuesta de licenciamiento definitiva de aquella condena con efectos
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de 20 de junio anterior, fecha en la que -de acuerdo a providencia de
22 de octubre de 1983 de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Barcelona-, se inició el.cumplimiento de la Sentencia Que le fue
impuesta por esta última Audiencia, que habría de quedar extinguida el
17 de octubre de 1991, pendiente de cumplir a continuación otras penas.

El señor Espinosa impugna la aplicación: cronológica'Y separada de
las distintas penas, tanto porque éstas no se le han refundido como, en
otro caso y alternativamente, porque, no se habría tenido en cuenta el
orden establecido en el arto 70 del Código Penal a efectos del cumpli~

miento sucesivo de las distintas condenas separadas. Para conseguir este
objetivo, solicita la anulación rie las deciSIOnes de la Audiencia
Provincial de Sevilla que, en ejecución de la Sentencia por ella impuesta,
han entendido cumplida esa pena, imputando al tal efecto su estancia en
prisión desde el momento de su detención. Esta petición de anulación
se hace instrumentalmente para obtener la pretensión principal que se
nos solicita, la de refundición o de nuevo orden en el cumplimiento de
las penas. No corresponde a este Tribunal el pronunciarse directamente
sobre este último aspecto, pues se trata de decisiones de ejecución de lo
juzgado que, de acuerdo al arto 117 de la Constitución, corresponden en
exclusiva a los órganos judiciales que son los que, en su caso, habrian
de interpretar y aplicar al caso concreto el arto 70 del Código Penal.
Hemos de limitamos por ello a examinar la corrección, desde el punto
de vista constitucional, de la respuesta que a esta· petición del solicitante
de amparo dio la Audiencia Provincial de Sevilla.

El Auto de 11 de octubre de 1983, aunque puede considerarse como
una denegación implícita de la petición que el 26 de septiembre de 1983
el solicitante de amparo dirigió a la Sección Segunda de lo Penal de la
Audiencia Provincial de Sevilla no dio ninguna razón para esa denega­
ción. Este defecto de la decisión judicial convierte en no tardía la
segunda petición que el solicitante de amparo hace el8 de noviembre de
1985. Frente a esta nueva petición, dicha Sección Segunda le responde,
de conformidad con el dictamen del Ministerio Fiscal, que por haberse
ya aprobado el licenciamiento definitivo (el 5 de septiembre de 1983) y
encontrarse ya archivada la causa no procedía acceder a su solicitud. Se
trata de una respuesta razonada y motivada que parte de la premisa de
que la cuestión de refundición de penas o de cambio en el momento de
ejecución de la misma"no es planteable una vez ejecutada la Sentencia.
No nos corresponde, segun se ha dicho, entrar en la corrección o no de
la interpretación de la legislación procesal y penal aplicable, pero sí
podemos constatar que en el presente caso se han dado razones
sufic:ientes por el órgano judicial para no aplicar las disposiciones legales
que en su favor invoca el solicitante de amparo.

A mayor abundamiento ha de recordarse que la Sección Segunda de
la Audiencia Provincial de Sevilla no era competente, de acuerdo a los
arts. 9y 990 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, para decidir sobre

Sala Segunda. Recurso de ~'amparo número 864/1987.
Senrenc!a número 148/1988. de 14 de julio de 1988.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por doña
Gloria Begué Cantón, Presidenta: don Angel Latorre Segura. don
Fernando García-Mon y. González-Regueral, don Carlos de la Vega
Benayas, don Je~ús LegulOa Villa y don Luis López Guerra, Magistra­
dos, ha pronunCIado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente'

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 864/1987. interpuesto por dona Yal
Marga Cánovas Caraveras. representada por el Procurador de los
Tnbunales don Juan García Manrubia, y tras el fallecimiento de éste,
por la Procuradora doña Canne"n Hijosa Martínez, y asistida del Letrado
don José Balino Silva, contra Auto de la Sala Tercera de lo Civil de la
Audiencia Territorial de Barcelona de fecha 14 de mayo de 1987. Han
sido partes el Ministerio Fiscal y don Ildefonso Perales Serrano y doña
María del Cannen Ríos de la Reguera, representados por el Procurador
don José Antonio Vicente-Arche Rodríguez y asistidosdel Letrado don
Modesto Llopls de Aysa, y Ponente, el Magistrado don Carlos de la Vega
Benayas, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escri to presentado en el Juzgado de Guardia el día 19 de
junio de 1')87, registrado en este Tribunal.e! día 22, el Procurador de los
TribunaJ.e::. don Juan García Manrubia interpone, en nombre v represen­
tación de dona Yal Marga Cánovas Caraveras, recurso de amparo contra'
el Auto de 14 de mayo de 1987 de la Sala de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Barcelona, que dejó sin efecto e! Auto dictada' el 17 de
marzo de 1986 por el Juzgado de Primera Instancia núm. 9 de dicha

la ejecución de la sentencia impuesta por la Audiencia Provincial de
Barcelona, sino la correspondiente Sección de esta última Audiencia a
la que hubiera debido, o eventualmente aún puede, dirigirse el solici­
tante de amparo para formular su pretensión, en relación con elpárraf0
primero del arto 70 del Código Penal, si éste, como entiende el solicitante
de amparo, se refiere, en relación con la gravedad, a la duración diversa
de las penas, aun las incluidas en la misma escala.

Igualmente era incpmpetente la Audiencia Provincial de Sevilla para
deCidir sobre la refundición de penas, para el caso de que fuera aplicable
al solicitante de amparo lo previsto en el arto 70.2 del Códígo Penal,
puesto que, según resulta del arto 988.3 del Código Penal debe ser el Juez
o Tnbunal «que hubiera dictado la ultima Sentencia)) el que, de oficio.
a instancia del Ministerio Fiscal o' del condenado habrá de proceder a
fijar. el límite del cumplimiento de las penas' impuestas. Siendo la
AudIencia Provincial de Sevilla la que dictó la primera de las Sentencias
no era el órgario judicial competente para pronunciarse sobre esta
segunda petición del actor. Ha de entenderse que la interposición de este­
recurso de ~mparo no constituye obstáculo alguno para que el deman­
dante solicite, ante el órgano judicial que hubiera dictado la última
Sentencia, la iniciación del procedimiento previsto en el arto 988 de la
Ley de Enjuiciamiento Criminal. Será entonces cuando habrá de tenerse
en cuenta la aplicación de la doctrina sentada en la STC 11/1987,de 30
de enero, alegada por el Ministerio Fiscal, según la cual habrá de darse
audiencia al condenado, con posibilidad de asistencia letrada, teniendo
abierta, en la hipótesis de que la resolución judicial fuera denegalOria.
la vía del recurso de casación.

De lo anterior se deduce, en consecuencia que las resoluciones de la
Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Sevilla no han vulnerado
DI el derecho a la tutela judicial efectiva del arto 24.1 de la Constitución,
m el derecho a la libertad del arto 17.1 de la Constitución.

FALLO

Por tooo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD
QUE LE CONFIERE LA .CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por don Pascual Espinosa López.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del· EstadQ)).

Dada en Madrid a catorce de julio de mil novecientos ochenta y
ocho.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Llorente.-Luis
Díez-Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Díaz
Eimil.~Miguel·Rodrigucz-Piñero y Bravo-Ferrer.-Finnados y rubrica­
dos.

ciudad, acordando la nulidad de los Autos 1.738/1984. sobre ejecución
hipotecaria.

2. La demanda se fundamenta en los siguientes hechos:
a) En documento privado de fecha 28 de junio de 1978, la hoy

demandante adquirió a la Sociedad «Can Toda, Sociedad Anónim3)), el
piso tercero, primera, de la finca núm. 6 de la calle Miguel y Badía de
Barcelona. La Sociedad vendedora había constituido sobre el referido
inmueble hipoteca a favor de la Caja de Pensiones para la Vejez y de
Ahorros de Cataluna y Baleares. señalándose en la misma como
domicilio del deudor para requerimientos y notificaciones la propia
finca hipotecada, y para los titulares adquirientes, en su caso, la de sus
respectivos departamentos.

b) En el Juzgado de Primera Instancia núm. 9 de Barcelona se
siguió procedimiento ejecutivo del arto 131 de la Ley Hipotecaria a
lfistancia de la Caja de Pensiones para la Vejez y de Ahorros de Cataluña
y Baleares. tramitado con el numo 1. 738/1984. La citación y requeri·
miento de pago a la recurrente, en su condición de tercer poseedor. se
hizo en el núm. 10 de la calle Miguel y Badía de Barcelona, por lo que
se sigUIÓ todo el procedimiento de ejecución sin haberle previamente
oido, dictando el Juzgado Auto de aprobación de remate v adjudicando
el pISO hipotecado a don Ildefonso Perales Serrano. •

c) Con fecha 8 de enero de 1986, la recurrente presentó escrito ante
el Juzgado de Primera Instancia núm. 9 -de Barcelona, solicitando que
se dejase sin efecto el lanzamiento del piso en cuestión, se le mantuviese
en la posesión del mismo y se acordara la nulidad de todo lo actuado
hasta la fecha por falta de requerimiento de pago. En Auto de 27 de
febrero de 1986, el Juzgado decretó la nulidad de todo lo actuado en el
proceso de ejecución desde el día 17 de diciembre de 1984, fecha del
requerimiento de pago fallido. acordando la práctica de un nuevo
requerimiento a la recurrente y a su esposo, en su domicilio reaL sito en
el núm. 6 de la calle Miguel y Badía de Barcelona.

d) La representación de don lldefonso Perales Serrano, adjudicata­
rio del piso, formuló recurso de apelación contra el anterior Auto ante
la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Barcelona. Por Auto de
14 de mayo de 1987, la Sala estimó el recurso interpuesto y dejó sin
efecto el recurrido, así como la declaración .de _nulidad de las actuario-


